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S-2022 
Procedimiento: Verbal 
Demandante:  Dora Luz Colorado Rojas 
Demandada:  Autolujo S.A. y otros 
Radicado:  05001 31 03 017 2010 00060 01 
Asunto:                          Revoca parcialmente sentencia impugnada 

    
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 
-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 

 
Medellín, veinte (20) de septiembre del dos mil veintidós (2022). 

 

La sala emite la providencia que resuelve el recurso de apelación interpuesto por 

la compañía aseguradora AXA Colpatria Seguros S.A., contra la sentencia 

proferida por el Juzgado Vigésimo Civil del Circuito de Medellín, el pasado 16 de 

septiembre de 2021, en el proceso de la referencia, promovido por Dora Luz 

Colorado Rodas en contra de Jesús Antonio y Carlos Mario Toro Cano, Auto lujo 

S.A. y Seguros Colpatria S.A. Labor jurisdiccional que se acomete en el siguiente 

orden:  

 

I. EL ACCIDENTE 

 

El día 23 de mayo de 2009, en la carrera 52 con calle 9 sur en zona urbana de 

Medellín-Antioquia, el vehículo-taxi de placas TRC-024, conducido por el señor 

Carlos Mario Toro Cano, de propiedad del señor Jesús Antonio Toro Cano, afiliado 

a la empresa Auto Lujo S.A. y asegurado para eventos de responsabilidad civil 

contractual por Axa Colpatria Seguros S.A., colisionó con el vehículo tipo bus de 

placas VBI 700, hechos en los cuales la demandante, quien viajaba como pasajera 

en aquel vehículo taxi, resultó con serias lesiones que ameritaron su 

hospitalización y que por ahí mismo le ocasionaron secuelas de por vida.  

 

En consecuencia, solicita que se declare incumplida por la parte demandada la 

obligación de llevarla sana y salva al lugar de destino y que, en consecuencia, los 

demandados la deben indemnizar por concepto de perjuicio patrimonial y moral 

detallado en el acápite pretensional. 

 

2. Fundamentos fácticos. La demanda se sustenta en los hechos que a 

continuación se compendian: 

 

2.1. Se narró en el libelo introductor que el accidente ocurrió debido a que el 
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vehículo tipo taxi de placas TRC 024 omitió las señales de tránsito, 

faltando a así al cumplimiento de las reglas que rigen la circulación vial del lugar e 

inobservando el deber objetivo de cuidado. 

 

2.2. Que, en consecuencia, la empresa y dueño del taxi incumplieron la obligación 

de conducir sana y salva a la pasajera Dora Luz Colorado Rodas, dado que se 

encontraba en ese momento bajo su responsabilidad, por ser la empresa de 

transportes legalmente constituida y debidamente habilitada en cumplimiento del 

contrato de transporte y, comoquiera que la colisión se presentó cuando la 

pasajera estaba dentro del vehículo de servicio público taxi, es por lo que resultó 

incumplido el objeto del contrato de transporte que debía conducirla sana y salva 

a su lugar de destino. 

 

2.3. Advierte, entonces, que a raíz del accidente y atendiendo la gravedad de las 

lesiones, se generaron secuelas que le impiden a la demandante realizar con 

normalidad labores de su vida cotidiana como: estudiar, trabajar, asistir a 

reuniones, habiendo sufrido perjuicios de tipo patrimonial y extra-patrimonial, los 

cuales tasó en la demanda. 

 

2.4. No se logró acuerdo conciliatorio. 

 

2. Actuación procesal. El Juzgado Décimo Séptimo Civil del Circuito de Medellín 

admitió la demanda mediante providencia del 19 de febrero de 2010 (cfr. f. 358, 

c.1). 

 

3. Contestación a la demanda. Admitida y notificada la demanda a los 

demandados, éstos se opusieron a las pretensiones, formulando las siguientes 

excepciones de mérito: i) Seguros Colpatria S.A., las que denominó: “Ausencia 

de cobertura”, “culpa de un tercero”, “inexistencia del perjuicio”, “tasación excesiva 

del perjuicio”, “límite asegurado”, “no cobertura de lucro cesante”, “no cobertura de 

los perjuicios morales y daño a la vida de relación”. ii) Auto lujo S.A., las que 

denominó: “Culpa exclusiva de un tercero” y “tasación exagerada de los 

perjuicios”. iii) Jesús Antonio y Carlos Mario Toro Cano, las que denominó: 

“Culpa exclusiva de un tercero”, “imprudencia del conductor del vehículo bus de 

placas VBL-700”, “inexistencia del derecho para hacer comparecer en juicio a mi 

poderdante”, “el doble cobro de los perjuicios materiales por concepto de daño 

emergente”, “los demandados Carlos Mario y  Jesús Antonio Toro Cano no han 
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inferido daño alguno a la demandante”, “exagerado costo de los 

supuestos perjuicios morales y daño a la vida de relación”.  

 

3.1. Suspensión y reanudación de proceso. Es de anotarse que paralelamente 

a la iniciación del presente proceso, la aquí demandante junto con su núcleo 

familiar –éstas últimas en calidad de víctimas indirectas-, incoaron demanda de 

responsabilidad civil extracontractual en contra del conductor del bus de placas 

VBI 700, para que le fueran resarcidos los perjuicios derivados del accidente. 

Dicho proceso, que fue tramitado bajo el radicado 006-2010-00050-01, motivó la 

suspensión del presente asunto hasta tanto fuera desatada dicha litis. 

 

Una vez cesó la causa de la suspensión, con sentencia del pasado 25 de marzo 

de 2020, proferida por el Tribunal Superior de Manizales, a donde fue remitido el 

proceso por medidas de Descongestión ordenadas por el Consejo Superior de la 

Judicatura, la decisión fue estimatoria de las pretensiones a favor de los actores, 

exceptuando a la aquí demandante Dora Luz Colorado Rodas, cuya togada solicitó 

la reanudación del presente proceso de responsabilidad contractual en contra del 

conductor y empresarios encargados de la operación del taxi de placas TRC 024, 

pedimento al cual accedió el señor Juez Vigésimo Civil del Circuito de Medellín, a 

donde también fue remitido el presente proceso en virtud de la implementación de 

las medidas de Descongestión, mediante auto del pasado 11 de noviembre de 

2020, continuando con la etapa subsiguiente, cual era, el proferimiento de 

sentencia. 

 

4. La sentencia apelada. En efecto, dicho funcionario profirió sentencia el pasado 

16 de septiembre de 2021, en donde optó por declarar civil, contractual y 

solidariamente responsables a los demandados Jesús Antonio Toro Cano, Carlos 

Mario Toro Cano y Auto Lujo S.A., de los perjuicios causados a la demandante, 

condenándolos a pagar las siguientes sumas: a) Por perjuicios morales: 30 

SMLMV  b) Por daño a la vida de relación: 15 SMLMV c) Por lucro cesante 

consolidado: $105.229.125,8  d) Por lucro cesante futuro: $86.735.792  e) Por 

daño emergente consolidado: $3.027.919.  

 

Por ahí mismo, condenó a la compañía aseguradora demandada a pagar dichas 

sumas, en virtud del contrato de seguro, excepción hecha del daño a la vida de 

relación, frente a la cual declaró prospera la excepción frente a su cobertura. De 

igual forma, ordenó que sobre dichas sumas la aseguradora cancelará los 
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intereses moratorios de que trata el artículo 1080 del Código de 

Comercio, a partir del 01 de junio de 2010. 

 

El juez, luego de analizar las pruebas documentales traídas al plenario, hizo 

referencia a los presupuestos que integran la responsabilidad civil contractual 

derivada del contrato de transporte, para luego señalar que “…se halla acreditado 

el incumplimiento del contrato de transporte por parte de Auto Lujo S.A. y Carlos 

Mario Cano Toro, al haber desconocido la obligación de trasportar sana y salva a 

la pasajera demandante a su lugar de destino, es decir, desde el Centro de la 

Ciudad hacia el Barrio Guayabal, según la prueba trasladada del expediente 

contravencional que obra en la foliatura y que acredita la ruta en cuestión, además 

de la ocurrencia del accidente de tránsito el 23 de mayo de 2009, cuando la actora 

se desplazaba en el vehículo de servicio público mencionado, el cual colisionó con 

el rodante tipo bus, de placas VBL-700, en la Carrera 52 con Calle 9 Sur…” 

 

Seguidamente indicó: “…no existe duda respecto del nexo de causalidad que 

vincula el accidente de tránsito en que se vio involucrado el automotor en el que 

viajaba la demandante, el incumplimiento del contrato de transporte y las lesiones 

mentales y corporales irrogadas a la misma, de lo cual dan cuenta los dictámenes 

periciales del CENDES…” 

 

En lo atinente a la responsabilidad solidaria elucubró que: “…De cualquier modo, 

sobre este tópico, la jurisprudencia actual de la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia, determina que, dada la interdependencia de los regímenes de la 

responsabilidad civil, tanto el guardián de la cosa, como el de la actividad 

peligrosa, y los deudores contractuales, están llamados a responder 

solidariamente por los daños causados…”, de ahí pasó entonces a desestimar la 

objeción al dictamen rendido por el CENDES y la excepción denominada culpa 

exclusiva de un tercero, señalando en lo que respecta a esta excepción que: “…la 

Secretaría de Tránsito y Transporte de la ciudad, mediante fallo contravencional 

obrante en la foliatura, atribuyó la responsabilidad de las infracciones a las normas 

de tránsito al conductor del vehículo tipo taxi; y la sentencia de segunda instancia 

proferida dentro del juicio ordinario de responsabilidad civil extracontractual con 

radicado 2010-00050 y en el que participaron los aquí demandados, así como el 

conductor y la empresa de transporte del vehículo de placas VBI-700, concluyó 

que el accidente de tránsito había ocurrido por las conductas desplegadas por los 
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conductores de ambos rodantes, atribuyéndoles a los dos la 

responsabilidad del hecho…”. 

 

Siguiendo esa línea, al abordar el estudio de las pretensiones indemnizatorias, 

encontró inicialmente el funcionario que, estaban demostrados la vigencia y 

cobertura del contrato de seguro, lo que dedujo del certificado mismo, por cuanto: 

“…el certificado de seguro de responsabilidad civil transportadores N° RCC 

6158001750, expedida el 16 de octubre de 2008, con vigencia desde el 14 de 

octubre de 2008 hasta el 14 de octubre de 2009, que ampara el vehículo tipo taxi 

de placas TRC-024 y en la cual obran en calidad de tomador Auto Lujo S.A. y en 

calidad de asegurado Jesús Antonio Toro Cano…”. 

 

Pasó enseguida el juez a desestimar la excepción blandida por la aseguradora 

denominada: “terminación del contrato de seguro por mora en el pago de la 

prima”, aduciendo que si bien obraba en el expediente “…certificado de 

cancelación de póliza”, sin embargo, no demostró el cumplimiento de la exigencia 

prevista en el artículo 20 del Decreto 172 de 2001 –por el cual se reglamenta el 

servicio público de transporte terrestre automotor individual de pasajeros de 

vehículos tipo taxi-, compilado por el artículo 2.2.1.3.3.3. del Decreto 1079 de 

2015, que establece la obligación por parte de las compañías de seguro de 

informar a la autoridad de transporte competente la terminación automática del 

contrato de seguro por mora en el pago de la prima o la revocación unilateral del 

mismo, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de terminación o 

revocación, máxime que en este caso, el certificado de la supuesta cancelación 

de la póliza data del 31 de diciembre de 2008 y el siniestro se presentó el 23 de 

mayo de 2009…” 

 

Adujo que, en todo caso: “…no resulta clara la supuesta ocurrencia de la mora en 

el pago de la prima, toda vez que las declaraciones de los demandados apuntan 

a que los pagos se realizaban cumplidamente y que el vehículo contaba con la 

tarjeta de operación vigente, lo cual indica que el seguro se encontraba vigente 

para la fecha del accidente y que la aseguradora no hizo reporte alguno a la 

autoridad competente (… ) De otro lado, tampoco se acreditó que la aseguradora 

hubiese dado aviso de la terminación del contrato de seguro al tomador y/o 

asegurado, conforme a la cláusula 3.13 del mismo…” 
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De esta forma concluyó que la aseguradora estaba obligada a pagar 

las sumas indemnizatorias amparadas en el límite contratado, así como los 

intereses moratorios, a partir del 01 de junio de 2010. 

 

5. El recurso de apelación. La parte aseguradora demandada se alzó contra la 

sentencia para advertir que sí se demostró la ausencia de cobertura de la póliza 

RCC número 6558001750, pues “…de acuerdo con el CONVENIO DE PAGO DE 

PRIMAS (ANEXO NUMERO 1 QUE FORMA PARTE INTEGRANTE DE LA 

PÓLIZA) el tomador AUTOLUJO S.A. debía pagar la prima de $20.875.360 dentro 

de los 60 días siguientes a su expedición, es decir, pagar antes del 16 de 

diciembre de 2008, situación que no ocurrió, lo que llevó a que en virtud del 

artículo 1068 del Código de Comercio se terminara automáticamente el contrato 

de seguro, y que el 31 de diciembre de 2008 el asegurador expidiera el certificado 

de cancelación. De manera que el Despacho cometió un defecto fáctico al no dar 

valor suasorio a este documento, ni tampoco explicó las razones para desestimarlo 

como prueba, desconociendo su contenido, y aplicando una consecuencia jurídica 

que no dispone el artículo 20 del Decreto 172 de 2001, en abierta transgresión del 

artículo 1068 del Código de Comercio…” 

 

Agregó que el fallador de primera instancia supuso el pago de la prima, pero no 

refirió la prueba del mismo y olvidó que la negación indefinida realizada por el 

asegurador de no haberse pagado la prima, no requería de prueba de acuerdo al 

estatuto procesal, incurriendo en defecto fáctico, al no dar por probado un hecho 

que si lo está. 

 

Que en ningún aparte del artículo 20 del Decreto 172 de 2001 se establece que 

en caso de incumplimiento de la obligación a cargo de la aseguradora no produce 

efecto alguno la cancelación de la póliza por mora en el pago de la prima. Máxime 

cuando el artículo 1068 del Código de Comercio consagra expresamente la 

terminación automática del contrato de seguro por este evento, desconociéndose 

la jurisprudencia orientada en el sentido que la terminación del contrato de seguro 

por mora en el pago de la prima opera ipso iure, de forma automática, por 

ministerio de la ley, sin requerir declaración judicial.   

 

De otro lado, tildó de incongruente la sentencia por extrapetita, pues la lectura de 

la pretensión número 2 de la demanda, la cual se tituló “perjuicios materiales por 

concepto de lucro cesante futuro”, y de las demás pretensiones, se puede concluir 
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que no existió ninguna pretensión relativa al lucro cesante 

consolidado, mismo que, a la postre, no fue debidamente probado y terminó 

reconociéndose y ordenándole un pago por un salario diferente al año 2009 en 

que tuvo lugar el accidente. 

 

En lo que a la condena de intereses moratorios correspondía, adujo que el juez, 

citó un precedente que no se encontraba vigente “…teniendo en cuenta que sobre 

el particular la honorable Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 

corrigió su posición mediante sentencia SC1947-2021 del 26 de mayo de 2021, 

M.P. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO. En esta providencia se indicó 

que en los seguros de responsabilidad civil cuando la víctima ejerce la acción 

directa en contra de la aseguradora, LOS INTERESES MORATORIOS SÓLO SE 

CAUSAN A PARTIR DE LA EJECUTORIA DE LA SENTENCIA 

CONDENATORIA, ya que es con ella que están probados objetivamente la 

ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida, siendo inaplicable lo que dispone 

el artículo 94 del C.G.P. por tratarse de una norma general, al existir como normas 

especiales los artículo 1080 y 1077 del Código de Comercio…”  

 

Finalizó señalando que el juez impuso la obligación de pagar todas las condenas 

impuestas a los demandados al considerar que estaban dentro de los límites 

contratados en el seguro, lo que no corresponde a la realidad, toda vez que el valor 

asegurado de la póliza ascendía a $27.690.000, y los sub-límites para daño moral 

y lucro cesante eran del 60% de dicho límite asegurado. 

 

6. Expuestos así los antecedentes que dieron lugar al segundo grado de 

conocimiento y satisfechos los presupuestos para decidir de fondo, procede la 

Sala a decidir el recurso con fundamento en las siguientes, 

 

 II. CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales. El trámite que se dio al proceso fue el adecuado, 

no presenta vicios que puedan afectarlo, no se pretermitieron términos, no existen 

recursos ni incidentes pendientes de resolver. De igual forma, se les ha permitido 

a los apoderados de las partes exponer las razones que los llevan a sustentar su 

tesis dentro del término de sustentación del recurso de apelación. 

 



                               M. P. Julián Valencia Castaño                                 

8 

2. De la competencia del juez de segunda instancia. Averiguado 

está que la competencia del juez de segunda instancia, en línea de principio, está 

enmarcada por los reparos que el apelante haya hecho a la providencia 

cuestionada, al tiempo que el interés del apelante siempre deberá ir vinculado a lo 

desfavorable del fallo, sin que sea posible al juez de segunda instancia adentrarse 

en otros asuntos, salvo que ello sea vinculante con la repulsa planteada.  

 

En consecuencia, la decisión del asunto en segunda instancia se tomará conforme 

las disposiciones que sobre el tema indica el artículo 328 del C. G. del P., esto es, 

cobijará sólo el motivo de inconformidad del recurrente -compañía aseguradora-, 

por consiguiente, no se extenderá la revisión a lo que no fue objeto de repulsa1, 

concretamente, los motivos que fundamentaron la responsabilidad contractual 

deducida por el funcionario en contra de los encargados de mantener y ejecutar la 

actividad transportadora en el taxi de servicio público de placas TRC 024, 

sentencia dirigida contra los señores Jesús Antonio y Carlos Mario Toro Cano y la 

empresa afiliadora Auto lujo S.A., cuya responsabilidad declarada es pacífica 

porque no fue motivo de apelación, quedando dichos aspectos por fuera de la zona 

del presente litigio. 

 

2.1. Por razones de método, la Sala abordará, de entrada, el estudio y definición 

de las elucubraciones que sustentan el disenso vertical en lo tocante a la posible 

terminación automática del contrato de seguro de responsabilidad civil contractual 

de que trata la póliza número 6158001750, expedida el 16 de octubre de 2008, 

como que, de hallarse demostrado el incumplimiento de ese elemento esencial del 

seguro, como es la falta del pago de la prima, traduciría la inexistencia del contrato 

mismo, lo que relevaría al Tribunal de estudiar los demás motivos de 

disconformidad que fundamentan la impugnación, por evidente sustracción de 

materia. 

 

Veamos entonces algunos lineamientos necesarios para abordar este punto inicial 

de la controversia en cuestión. 

 

3. Sobre la habilitación y la prestación del Servicio Público de Transporte 

Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi. Es sabido que 

                                                           
1 Ello encuentra asidero, además, en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia fechada el 8 de septiembre de 2009, 

con ponencia del Dr. EDGARDO VILLAMIL PORTILLA, en la que se dijo en parte pertinente, que: “…El recurso 

de apelación tiene un "objeto" delimitado, de modo que la inclusión de las "razones de la inconformidad", deja 

zonas del litigio fuera de la impugnación, a las cuales el juez no puede acceder mediante una actividad inquisitiva 

que le permita sustituir al recurrente en la delimitación del "objeto " del recurso.…" 
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toda empresa afiliadora desarrolla como objeto social, la prestación 

del servicio de transporte terrestre, para lo que aquí concierne, lo hace a través de 

vehículos tipo taxi, cuya autorización es concedida por el Estado para operar esa 

actividad Transportadora Pública y, al tiempo, le concede atribuciones para ejercer 

sobre determinado automotor poder de dirección y control, lo que además le 

permite a aquella persona jurídica obtener un provecho económico como unidad 

de explotación permanente de su actividad, pero no solo percibe ingresos por la 

afiliación de los vehículos, sino que tiene a su cargo entre otros deberes, el de 

obtener la habilitación para prestar el servicio público a través de la tarjeta 

de operación de cada uno de los vehículos que integran su parque 

automotor, tal como lo han consagrado diversos estatutos legales, entre otros, el 

decreto 1393 de 1970, las leyes 105 de 1993 y 336 de 1996, el decreto 3366 de 

2003 y el 172 de 2001.  

 

A propósito de este último decreto (Por el cual se reglamenta el Servicio Público 

de Transporte Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi), 

contiene la reglamentación de acuerdo a la cual, ciertamente, la actividad 

transportadora se entiende como “…un conjunto organizado de operaciones 

tendientes a ejecutar el traslado de personas o cosas, separada o conjuntamente, de un 

lugar a otro, utilizando uno o varios modos, de conformidad con las autorizaciones 

expedidas por las autoridades competentes, basadas en los reglamentos del Gobierno 

Nacional…” (artículo 3).  

 

Advierte dicho mandato que para desplegar esa actividad las empresas deben 

contar con una habilitación para operar (artículo 10), y sólo podrán ejercer la 

prestación del servicio público de transporte terrestre con equipos registrados 

para dicho servicio (artículo 26). Además, por virtud del artículo 13, es necesario 

que la persona jurídica encargada de prestar el servicio público e interesada en 

“…obtener la habilitación y la prestación del Servicio Público de Transporte 

Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi…”, acredite la 

exigencia prevista en el numeral 12 que concierne a la: “…Copia de las Pólizas 

de responsabilidad civil contractual y extracontractual exigidas en el presente 

Decreto…”, seguro que debe tomar obligatoriamente, para ampararse contra los 

riesgos inherentes a la actividad transportadora (artículo 18), al punto de tornarse 

en una “…condición para la operación de los vehículos legalmente vinculados a 

las empresas autorizadas para la prestación del servicio en esta modalidad de 

transporte” (artículo 20).  
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En cualquier caso, para el pago de la prima del seguro, cuando la 

empresa no sea propietaria de los vehículos, deben quedar definidas las 

condiciones y el procedimiento mediante el cual se efectuará el recaudo de la 

prima correspondiente, con cargo al propietario del vehículo, lo cual se reflejará 

en las tarifas cobradas por la empresa a este último (artículo 19) y, en caso de no 

pago, el decreto le impone a la aseguradora el deber de informar a la autoridad 

de transporte competente sobre “…la terminación automática del contrato de 

seguro por mora en el pago de la prima o la revocación unilateral del mismo, dentro de 

los treinta (30) días siguientes a la fecha de terminación o revocación…”, (artículo 20). 

 

3.1. Como puede observarse, la contratación del seguro de responsabilidad civil 

contractual cumple por lo menos dos finalidades: i) constituye una exigencia que 

debe acreditar la empresa transportadora si es que quiere obtener la habilitación 

para prestar el servicio público a través de vehículos tipo taxi y, ii) amparar 

el patrimonio de la empresa afiliadora (tomadora y asegurada) frente a la 

responsabilidad civil contractual o extracontractual que le quepa con ocasión de 

los daños causados con los vehículos que tiene afiliados o vinculados 

(asegurados), lo que no es más que una vertiente del denominado seguro por 

cuenta ajena. 

 

3.2. En este caso, el no pago de la prima del seguro de responsabilidad civil 

contractual al vehículo tipo taxi de placas TRC 024, cuyo amparo es condición 

necesaria para mantener vigente la Tarjeta de Operación de servicio de transporte 

público terrestre automotor individual de pasajeros en dicha clase de vehículos y 

los efectos que derivan de la omisión en dicha erogación mensual, es el punto 

central del presente debate, pues mientras la aseguradora afirma que ello es 

causa de terminación automática del contrato de seguro a voces del artículo 1068 

del Código de Comercio, por el contrario, la empresa transportadora Auto lujo S.A., 

al igual que el funcionario de primera instancia, argumentan que, más allá de la 

prueba del no pago de la prima mensual del contrato de seguro, con fundamento 

en lo previsto el en artículo 20 del decreto 172 de 2001, para la eficacia de la 

terminación del contrato era necesario que la aseguradora notificara a la autoridad 

de transporte sobre la terminación del contrato de seguro, reporte que, al ser 

omitido, permitió mantener vigente la tarjeta de operación del vehículo al igual que 

los amparos ofrecidos en dicha póliza. 
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3.3. La aseguradora demandada Axa Colpatria Seguros S.A., desde 

el mismo instante en que llegó al proceso, esgrimió un “certificado de cancelación 

de póliza” del 31 de diciembre de 2008, la cual fue exhibida en diligencia del 

pasado 01 de febrero de 2012, junto con un pantallazo del sistema donde informa 

“se cancela la presente póliza cobrando tiempo corrido toda vez que no presenta 

recaudo alguno por este concepto dentro del plazo máximo de pago…” (cfr. fl.83 

cd. pruebas 01 expediente digital).  

 

3.4. Lo así expresado por la aseguradora y que no halló eco en la sentencia 

acusada, sin lugar a duda alguna contiene el estándar probatorio requerido 

para constituirse en una negación indefinida, consistente en que la empresa 

tomadora del seguro Auto Lujo S.A. no había pagado la prima del seguro de 

responsabilidad civil contractual de que da cuenta la póliza n° 6158001750, 

expedida el 16 de octubre de 2008, cuya consecuencia le fue advertida 

expresamente en la carátula de dicha póliza, de modo que, por virtud del artículo 

167 in fine del Código General del Proceso, dicha negación debía ser desvirtuada 

por la empresa afiliadora deudora de la prima, aportando la prueba pertinente y 

eficaz que diera cuenta de que efectivamente el pago se realizó.  

 

Sobre dicha regla probatoria, la Corte Suprema de Justicia2 se pronunció de la 

siguiente manera: “…una afirmación será indefinida y, por ende, excluida de 

prueba para quien la hace, cuando es imposible relacionarla con circunstancias 

factuales específicas (vgr., se reitera, aspectos de modo, tiempo y lugar). En el 

caso, el extremo demandado, adujo que el pago no se realizó; lo cual entraña 

ciertamente una afirmación indefinida que lo releva de prueba…”  

 

Y, refiriéndose a la justificación de la alteración de las cargas probatorias enfatizó: 

“…para las [definidas], el régimen relacionado con el deber de probarlas continúa 

intacto ‘por tratarse de una negación apenas aparente o gramatical’; las 

[indefinidas], ‘son de imposible demostración judicial, desde luego que no implican 

la aseveración de otro hecho alguno’, de suerte que éstas no se pueden 

demostrar, no porque sean negaciones, sino porque son indefinidas (…)”   

 

La imposibilidad de suministrar la prueba debe ser examinada en cada asunto, con 

un criterio riguroso y práctico, “(…) teniendo el cuidado de no confundirla con la 

simple dificultad, por grande que sea (…)”. De tal manera que, según lo ratificó 

                                                           
2 CSJ. SC172-2020 M. P. Luis Armando Tolosa Villabona 
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esta Sala, “(…) las negaciones indefinidas están comprendidas entre 

la clase de hechos imposibles, excluidos del tema de prueba, esto es cuando a 

pesar de que puedan existir o ser ciertos no es posible acreditarlos (…)” 

 

3.5. El medio más idóneo de la parte demandante para cumplir la carga de que 

trata el párrafo anterior, en efecto, era la huella documental de las consignaciones 

dirigidas a la compañía aseguradora para demostrar que contrario sensu sí se 

pagó la prima, sin que se aportara ninguna trazabilidad por la demandante a ese 

respecto para salirle al paso a la negación indefinida sobre la falta de pago que 

enarboló la aseguradora demandada, omisión de la parte demandante que la Sala 

no se explica, siendo que se practicó para el efecto diligencia de exhibición de 

documentos, en la cual el gerente de la empresa afiliadora Auto Lujo S.A. contador 

de profesión, solo atinó a señalar “…no tener ningún documento para exhibir 

porque desde un principio he entendido que toda esa documentación se encuentra 

anexa al expediente…”, lo cual no es cierto, pues no obra en la foliatura medio de 

convicción alguno que dé cuenta de alguna suma de dinero dirigida o consignada 

a la compañía aseguradora por algún concepto. 

 

3.6. Lo anterior bastaba para deducir que la empresa tomadora del seguro Auto 

Lujo S.A., no demostró haber realizado el pago de la prima y, por esas razones, la 

excepción propuesta por la aseguradora demandada “…ausencia de cobertura…”, 

estaba llamada a prosperar, como que el hecho impeditivo que enerva el 

nacimiento del contrato de seguro, cual es la ausencia de pago de primas 

fraccionadas, por parte de la empresa afiliadora del vehículo tipo taxi de placas 

TRC 024, deviene en la fulminación o terminación del contrato de seguro ya 

mencionada enantes, pues, como lo tiene bien dicho la Honorable Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia:  

 

“Como se aprecia, la modificación que le introdujo la Ley 45 de 

1990 a esta figura, fue la de prever que la terminación del contrato se 

diera automáticamente, esto es, sin que fuera necesario, en primer lugar, 

un acto de voluntad del asegurador y, en segundo término, el 

enteramiento del tomador. (El resaltado y subrayado no es original, lo hace 

ahora el Tribunal) 

Con otras palabras, después de la comentada reforma, la sola mora en 

el pago de la prima, en sí misma considerada, constituye la condición percutora 

de la terminación contractual.  
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“…la consecuencia jurídica prevista por el legislador frente al hecho de 

que el tomador no pague la prima con plena sujeción a la ley o al acuerdo de 

voluntades, es la terminación “del contrato” de seguro, aplicado el principio de 

unicidad que lo caracteriza, contemplado en el artículo 1069 del Código de Comercio, 

que es del siguiente tenor:   

 

El pago fraccionado de la prima no afecta la unidad del contrato de seguro, ni la de 

los distintos amparos individuales que acceden a él. 

 

Lo dispuesto en este artículo se aplicará al pago de las primas que se causen a 

través de la vigencia del contrato y a las de renovación del mismo. 

 

Apreciados en conjunto los citados artículos 1068 y 1069 del Código de Comercio, 

considerada, claro está, la ya destacada modificación que al primero le introdujo el 

artículo 82 de la Ley 45 de 1990, se concluye que la “terminación automática” de que 

aquél trata, fulmina por completo el contrato de seguro, independientemente de su 

alcance, esto es, de que con su celebración se hayan amparado diversos riesgos y 

de que se hubiera estipulado el fraccionamiento del pago de la prima, pues esta 

facilitación para atender el precio del seguro por parte del tomador, no es cuestión 

de la que él pueda servirse para desdibujar, en perjuicio del asegurador, la anotada 

unidad contractual.  

 

En suma, se colige, que acaecida la mora en el pago de la prima, absoluta o parcial, 

el contrato de seguro, entendido como un todo, termina automáticamente y deja 

por ende, desde ese mismo momento, el de la mora, de producir los efectos 

que le son propios y que con su celebración buscaron para sí las partes.3 

 

Y, concretamente, sobre la terminación del contrato de seguro por falta de pago 

de la prima, sin necesidad de requerimiento o aviso automática previo alguno, 

explicó:  

 

“1.-Como introducción, según lo que aquí habrá de resolverse, son necesarias 

las siguientes apreciaciones generales: 1.1.-En tratándose de contrato de 

seguro, una de las obligaciones del tomador es pagar la prima, lo que deberá 

hacer “dentro del mes siguiente contado a partir de la fecha de la entrega de 

la póliza o, si fuere el caso, de los certificados o anexos que se expidan con 

fundamento en ella”, salvo estipulación “legal o contractual en contrario” 

(artículo 1066 del Código de Comercio, modificado por el 81 de la Ley 45 de 

                                                           
3 CSJ. SC13628-2015. M. P. Álvaro Fernando García Restrepo. 
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1990). 1.2.-La desatención de ese deber ocasiona “la terminación 

automática del contrato” y da derecho al asegurador “para exigir el pago de la 

prima devengada y de los gastos causados con ocasión de la expedición del 

contrato”, efecto este que, por una parte, debe indicarse “en la carátula de la 

póliza, en caracteres destacados” y, por otra, no puede “ser modificado por las 

partes” (artículo 1068 del Código de Comercio, reformado por el 82 de la Ley 

45 de 1990). 1.3.-Para entender el genuino sentido que en la actualidad tiene 

dicha disposición conviene recordar que el precepto original no contemplaba 

que la mora en el pago de la prima desencadenaba en la terminación 

“automática” del contrato de seguro, sino que disponía que ese efecto se 

producía en la fecha de la comunicación que se librara al tomador, 

informándole tal decisión del asegurador. Rezaba la norma:Art. 1068. La mora 

en el pago de la prima producirá la terminación del contrato a partir de la fecha 

del envío de la respectiva comunicación por el asegurador a la última dirección 

conocida del tomador, y dará derecho a aquel para exigir que se le paguen la 

parte devengada de dicha prima y los gastos causados en el proceso de 

formalización del contrato. Tal pago se hará conforme a la tarifa de seguros a 

corto plazo (se subraya). 

 

Como se aprecia, la modificación que le introdujo la Ley 45 de 1990 a esta 

figura, fue la de prever que la terminación del contrato se diera 

automáticamente, esto es, sin que fuera necesario, en primer lugar, un 

acto de voluntad del asegurador y, en segundo término, el enteramiento 

del tomador. (El resaltado y subrayado no es original, lo hace ahora el 

Tribunal) Con otras palabras, después de la comentada reforma, la sola mora 

en el pago de la prima, en sí misma considerada, constituye la condición 

percutora de la terminación contractual. Sobre el punto, tiene dicho la Sala que 

el artículo 82 de la Ley 45 de 1990, “al modificar el artículo 1068 del Código de 

Comercio, consagró la terminación automática del contrato por la mora en el 

pago de la prima, abandonando así la terminación facultativa que dicho 

precepto establecía, en cuanto subordinaba la cesación ex nunc de la relación 

negocial a una declaración -recepticia- de voluntad del asegurador” (CSJ, SC 

del 14 de diciembre de 2001, Rad. n.° 6230; se subraya).  

 

1.4.-Ahora bien, es del caso puntualizar que la consecuencia jurídica prevista 

por el legislador frente al hecho de que el tomador no pague la prima con plena 

sujeción a la ley o al acuerdo de voluntades, es la terminación “del contrato” 

de seguro, aplicado el principio de unicidad que lo caracteriza, contemplado 

en el artículo 1069 del Código de Comercio, que es del siguiente tenor: El pago 

fraccionado de la prima no afecta la unidad del contrato de seguro, ni la de los 
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distintos amparos individuales que acceden a él. Lo dispuesto en 

este artículo se aplicará al pago de las primas que se causen a través de la 

vigencia del contrato y a las de renovación del mismo. Apreciados en conjunto 

los citados artículos 1068 y 1069 del Código de Comercio, considerada, claro 

está, la ya destacada modificación que al primero le introdujo el artículo 82 de 

la Ley 45 de 1990, se concluye que la “terminación automática” de que aquél 

trata, fulmina por completo el contrato de seguro, independientemente de su 

alcance, esto es, de que con su celebración se hayan amparado diversos 

riesgos y de que se hubiera estipulado el fraccionamiento del pago de la prima, 

pues esta facilitación para atender el precio del seguro por parte del tomador, 

no es cuestión de la que él pueda servirse para desdibujar, en perjuicio del 

asegurador,  la anotada unidad contractual. En suma, se colige, que acaecida 

la mora en el pago de la prima, absoluta o parcial, el contrato de seguro, 

entendido como un todo, termina automáticamente y deja por ende, desde ese 

mismo momento, el de la mora, de producir los efectos que le son propios y 

que con su celebración buscaron para sí las partes. 

 

3.7. Para esta Sala del Tribunal es claro entonces que, ante la comprobación de 

la falta de pago de la prima, deja de producir efectos el negocio aseguraticio, por 

virtud del artículo 1068 del Código de Comercio, norma especial que, de 

evidenciarse alguna incompatibilidad con el decreto 172 de 2001, tornaría este 

último inaplicable, pues mal podría un decreto reglamentario hacer inoperantes las 

normas comerciales que regulan la terminación automática del contrato de seguro 

y que, el propio legislador ubicó en la categoría de orden público al señalar que 

“…lo dispuesto en este artículo no podrá ser modificado por las partes…”. 

 

Siendo ello así, no tiene razón el togado de la empresa Auto Lujo S.A. cuando 

tomó la palabra en la audiencia de exhibición de documento por parte de su 

representada, para manifestar: “…solicito al Despacho, que con fundamento en el 

decreto 172 de febrero 5/2001, tenga en cuenta que las pólizas de responsabilidad civil 

contractual y extracontractual, constituyen un requisito indispensable para la expedición 

de la tarjeta de operación de un vehículo de servicio público…no hace falta que en la 

empresa se tengan copias de las pólizas y certificaciones de la compañía 

Aseguradora siempre que los vehículos tengan la tarjeta de operación vigente…” 

(cfr. fl. 97 cd. pruebas 01 expediente digital). Es que ese plurimencionado decreto 172 

de 2012, como ningún otro de su rango (salvo el legislativo), podría derogar la 

previsión del Código de Comercio, ni interpretarse en contravía de este último, 

merced de la jerarquización e integración normativa establecida en la ley 153 de 

1887.  
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Además, el Tribunal recuerda que la única excepción para la 

terminación automática del contrato de seguro por el no pago de la prima está 

dado en el ramo del contrato de seguro de cumplimiento de contratos estatales, 

tal y como lo dispone la ley 80 de 1993 en su art. 25 Num. 19, en el que se expresa 

que las garantías no terminan por falta de pago de la prima, recopilada en la ley 

1150 de 2007 y en el decreto 1082 de 2015 (artículo 2.2.1.2.3.2.5). Además, en 

cuanto al seguro de cumplimiento entre particulares, la Corte suprema hizo 

extensiva esa excepción y principio a esa clase de seguro en el sector privado, 

precisamente en la Sentencia de Casación del 18 de diciembre del 2009, exp. 

00389, con ponencia de Pedro Octavio Munar Cadena, lo que nos sirve de 

referente legal y jurisprudencial para demostrar cuáles son las únicas excepciones 

al régimen del artículo 1068 del Co. de Comercio, sin que exista una ley que 

incluya en ese tipo de excepciones el seguro de responsabilidad civil en la 

modalidad de daños para el contrato de transporte. 

 

3.8. Tampoco puede escapar a las consideraciones del Tribunal que so capa de 

la falta de notificación a la autoridad de transporte sobre el no pago de la prima de 

seguro por parte de la aseguradora AXA Colpatria Seguros S.A., se pretenda 

relevar a la empresa afiliadora Auto Lujo S.A. de sus deberes y responsabilidades 

impuestas en las normas que regulan la actividad transportadora, pues, en últimas, 

es a esta persona jurídica y solo a esta, a la que le corresponde “… mantener un 

seguro para la responsabilidad emanada del contrato de transporte…”, conforme 

lo enseña el artículo 21 del decreto 1393 de 1970 “…por el cual se expide el 

Estatuto Nacional del Transporte Terrestre Automotor…”, ello, por supuesto, 

implica brindar información verosímil a la autoridad de transporte, lo cual, según la 

prueba que obra en autos, evidentemente no ocurrió. 

 

Entonces, si se mantuvo vigente la tarjeta de operación, pese a la ausencia de 

pago de la prima de seguro no desvirtuada en este proceso, por un lado, ello 

implicaría para la empresa afiliadora Auto Lujo S.A., la sanción administrativa 

prevista en el artículo 20 del decreto 3366 de 2003, por “…el cual se establece el 

régimen de sanciones por infracciones a las normas de Transporte Público 

Terrestre Automotor…” y que, en su tenor prevé que: “…serán sancionadas las 

empresas de transporte público terrestre automotor individual de pasajeros en vehículos 

taxi, del radio de acción metropolitano, municipal o distrital, con multa de once (11) a 

quince (15) salarios mínimos mensuales legales vigentes, que incurran en las 

siguientes infracciones (…) f) No mantener vigentes las pólizas de responsabilidad 
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civil contractual y extracontractual exigidas, que las ampare, 

incluyendo a todos los vehículos vinculados, de los riesgos inherentes a la 

actividad transportadora…” 

 

Lo anterior explica por qué el artículo 21 del decreto 172 de 2001, siendo 

obsecuente con su objeto principal de prestar un servicio público de transporte 

eficiente, seguro, oportuno y económico (art. 1), sugirió a las empresas de 

transporte crear un fondo de responsabilidad, así lo instituyó: “…sin perjuicio de la 

obligación de obtener y mantener vigente las pólizas de seguro señaladas en el 

presente Decreto, las empresas de transporte podrán constituir fondos de 

responsabilidad como mecanismo complementario para cubrir los riesgos 

derivados de la prestación del servicio, cuyo funcionamiento, administración, vigilancia 

y control lo ejercerá la Superintendencia Bancaria o la entidad de inspección y vigilancia 

que sea competente según la naturaleza jurídica del fondo…” 

 

3.9. Lo cierto entonces es que la omisión de informar a la Autoridad de Transporte 

designada por la Alcaldía local, sobre la terminación automática de la relación 

aseguraticia, no implica mantener con vida jurídica ese contrato y, menos, 

imponerle el cubrimiento del siniestro acaecido, por una razón sencilla pero 

contundente y que también fue puesta sobre el estrado por el apoderado 

recurrente: existe un principio elemental del derecho sancionatorio, según el cual, 

a nadie puede imponerse una sanción no prevista en una ley precedente, so pena 

de vulnerar el debido proceso, según lo previsto en el art. 29 Constitución Política 

y aplicable, desde luego, en el ámbito contractual del derecho privado. 

 

No se percata el funcionario de primera instancia que el hecho de ordenarle a la 

aseguradora que afecte una póliza que se extinguió casi cinco meses antes de la 

ocurrencia del siniestro, se convierte en un hecho arbitrario por imponer una 

sanción no prevista en la ley y, por ende, inaplicable a la hora de estudiar si la 

realización jurídica del riesgo asegurado se produjo en vigencia de la póliza, 

además, por cuanto: “…[s]i la prima es el precio del seguro, pues éste no se 

puede concebir jurídicamente sin esa contraprestación, es claro que para hablar 

de ella debía estarse en presencia del contrato, inclusive para extinguirlo ante 

el incumplimiento del pago de la misma, sencillamente porque no se puede 

terminar, automáticamente, algo que no existe». (CSJ SC 15 de dic. de 2008, 

exp. 11001310030352001-01021-01) (se resalta) 
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Pero es que no puede tampoco echarse al olvido que precisamente 

antes de la reforma que la ley 45 de 1990 hizo al Código de Comercio, ya el artículo 

1068 tenía previsto que la terminación del contrato de seguro ante la falta del pago 

sólo producía efectos desde la fecha del envío de la comunicación al tomador, 

pero vino la ley 45 de 1990 y cambió dicho régimen para implementar la 

terminación automática o ipso iure, sin necesidad de comunicación alguna; por 

consiguiente, mal se haría en pensar que el artículo 21 del decreto 172 de 2001 

modificó dicho régimen para volver al régimen anterior, lo cual no podía hacerse a 

través de un decreto sin fuerza de ley, así fuese en materia de la industria del 

transporte en general y del contrato de transporte en particular. 

 

4. Tiene razón entonces el togado recurrente en calificar como desacertado el 

juicio del funcionario de la primera instancia, amén que como se resaltó en la 

ocasión jurisprudencial citada, desde la irrupción en mora por parte de la empresa 

tomadora del seguro, cesaron los efectos propios del contrato, particularmente, los 

buscados con su celebración, que no fueron otros que acreditar los requisitos para 

obtener la habilitación para la prestación del Servicio Público de Transporte 

Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi; por consiguiente, 

si la autoridad de Transporte encargada de verificar las condiciones que dieron 

lugar a la habilitación del equipo para la prestación del servicio público de 

pasajeros tipo taxi no fue informada o enterada de la terminación del contrato de 

seguros por el no pago de la póliza y de ahí pudieron derivarse perjuicios tanto a 

la demandante Dora Luz Colorado Rojas, como a la empresa transportadora Auto 

Lujo S.A. -tomadora del seguro-, ello no implica una excepción a la terminación del 

contrato de seguro y que tampoco una suspensión del mismo, sino una verdadera 

terminación automática o por ministerio de la ley –ipso iure-, sin que aquí se esté 

debatiendo un tipo de responsabilidad contractual distinta a la que se generaba 

por el supuesto incumplimiento en el contrato de seguros al no cubrir el siniestro 

respectivo, puesto que el contrato estaba terminado y en modo alguno se debatió 

algún perjuicio distinto producido por la falta de deber de la compañía de seguros 

en anunciar o comunicar la terminación del contrato por el no pago de la prima, 

tema por ende, ajeno al presente litigio. 

 

Como se avizoró, la firme conclusión que precede hace innecesario acometer lo 

argüido por el togado de la aseguradora recurrente, respecto del monto de los 

perjuicios que debe cubrir, la indebida causación de intereses moratorios del 

artículo 1080 del Código de Comercio y, lo que respecta a la condena impuesta 
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respecto del límite asegurado, pues, por elemental lógica, la 

consecuencia de la acaecida ineficacia por inexistencia del seguro contratado, 

conlleva la absolución de las condenas reconocidas en la sentencia y, por ende, 

pierden legitimidad las demás desavenencias, que dice la aseguradora recurrente, 

le produjo la decisión del funcionario. 

 

De esta manera y con fundamento en las precedentes consideraciones, la SALA 

CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 

la ley,  

 

V. FALLA: 

 

PRIMERO: De la sentencia proferida por el Juzgado Vigésimo Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín, el día 16 de septiembre de 2021, se REVOCAN los 

numerales CUARTO y QUINTO de la parte resolutiva, en lo que respecta a la 

condena a la aseguradora AXA Colpatria Seguros S.A. a pagar, en virtud del 

contrato de seguro las condenas impuestas en la sentencia, en su lugar, se le 

absuelve de pagar dichos montos, por hallarse demostrada la excepción 

denominada “ausencia de cobertura”, de conformidad con las consideraciones en 

que está sustentada la presente providencia. 

 

SEGUNDO: Se condena en costas de ambas instancias a la parte demandante en 

favor de la compañía aseguradora demandada AXA Colpatria Seguros S.A., las 

agencias en derecho en esta instancia serán fijadas por el Magistrado 

sustanciador en el momento procesal pertinente. Tásense las de primera instancia 

por el funcionario. 

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial de rigor, devuélvase el expediente 

al Juzgado de origen. 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 
 

 

 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 
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